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			A modo de explicación anticipada






			Hace algunos años la editorial me invitó a escribir un pequeño libreto sobre lo que hacen los jueces, en el día a día, cuando desarrollan su actividad profesional. Desde entonces la función judicial ha cobrado un protagonismo político y social que ha producido un gran impacto en nuestra sociedad. Todo ello justifica la actualización del texto original. Los jueces, ahora como en la antigüedad, han ocupado un papel protagonista en la historia desde los comienzos de la humanidad. El Libro de los Jueces es una parte de la Biblia sin la que no se puede entender el papel preponderante de los que ostentan la función de juzgar. El libro sagrado les atribuye un poder sobrenatural y liberador del pueblo hebreo. Gracias a sus gestas se pudo construir la nación de Israel. El juez no debe albergar las dudas de Gedeón, que pidió hasta cuatro señales divinas para tomar una decisión, ni la cólera de Sansón cuando derribó el templo. Más bien debe encarnar las virtudes de Salomón, utilizando habilidosamente la inteligencia para conseguir la justicia.


			En una sociedad democrática el juez ejerce un poder del Estado de gran impacto sobre los intereses de los ciudadanos, tanto en sus relaciones particulares como en su condición de usuarios que acuden a las oficinas judiciales. Su libertad, sus formas de vida familiar, su propiedad, su capacidad de hacer negocios o de disponer de los bienes que reciben por herencia están en manos de los jueces que tienen que aplicar las leyes. La ley no puede abarcar toda la inmensa variedad de supuestos que pueden presentar los conflictos que no hayan podido solucionarse mediante un acuerdo amistoso de todos los implicados. Por eso, los jueces tienen el deber y la responsabilidad de ajustar la ley al caso concreto en busca de la solución más ajustada al conflicto que tienen en sus manos. En definitiva, como decían los romanos, tomando el proverbio de uno de los siete sabios de Grecia, debe dar a cada uno lo suyo, misión más divina que humana.


			En nuestro sistema constitucional, el artículo 53.2 dispone que cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derecho fundamentales ante los tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad. 


			Su papel como controladores del poder se refleja vigorosamente en la conocida y quizá legendaria anécdota que protagonizaron el rey de Prusia, Federico II, el Grande, y el propietario de un molino que afeaba la magnificencia de los jardines del palacio de Sans Souci en Potsdam. El monarca mandó derribarlo y el molinero llevó su caso ante la justicia. El káiser, al enterarse, tuvo interés en conocerle personalmente y le preguntó cómo osaba contradecirle. La respuesta que recibió ha pasado a la posteridad como el paradigma del valor de la justicia cuando la ejerce un poder del Estado: “Señor, todavía quedan jueces en Berlín”. No estoy seguro de que la fe en la justicia del molinero pudiera impresionar a la omnipotencia del káiser. Si queremos poner un final feliz a la historia, pensemos que las ruinas del molino todavía resisten el paso de los tiempos.









			Capítulo 1


			Poder del Estado o servicio público






			Constitucionalmente, los jueces ejercen un poder del Estado. El juez tiene una doble naturaleza: es un poder del Estado y es también un funcionario de la Administración que debe prestar un servicio público a los ciudadanos1. Un funcionario debe ser, ante todo, eficaz. Un juez puede ser eficaz y expeditivo, pero tremendamente injusto. Es decir, a lo mejor su propia eficacia o exceso de prisas le ha llevado a ejercitar su poder perjudicando los derechos del justiciable, que, en este caso, no tiene la misma condición que el que acude a una ventanilla u oficina pública. Los males de la justicia son muchos, pero no creo que se deban en su totalidad a la falta de organización de la oficina judicial. El profesor Alejandro Nieto, en su conocida obra El desgobierno judicial2, resume la catástrofe de la justicia con calificativos como “tardía, atascada, cara, desigual, imprevisible, mal trabada, desgarrada e ineficaz”. Ante este panorama, creo —y así lo he escrito recientemente— que nos encontramos ante un modelo agotado3.


			Si aplicamos los demoledores calificativos de Alejandro Nieto al resto de la Administración, podemos afirmar que los ciudadanos no soportarían resignados, sino más bien indignados e incluso sublevados, un servicio público, como el transporte, que fuese tardío, atascado, caro, desigual, imprevisible e ineficaz.


			El común de las gentes no tiene por qué saber cuáles son las notas que caracterizan a un servicio público de cualquier otra prestación del Estado. Tampoco distingue entre actos de autoridad y actos de gestión pública de servicios, todos ellos regidos por el Derecho administrativo. Dentro de la actividad administrativa, existen políticas como las de fomento y servicio público que no implican ningún ejercicio coactivo de un poder que les constriña a realizar una determinada prestación o conducta.


			Las relaciones de los administrados con los órganos de la Administración de Justicia, o más propiamente, en lenguaje constitucional, con el Poder Judicial, en la mayoría de los casos no son voluntarias, sino que existe una cierta presión o constricción, basada en la autoridad de la que están investidos los jueces, para que el ciudadano comparezca en las sedes judiciales. En materia civil, el demandante elige solicitar voluntariamente la intervención del órgano judicial, pero no puede pretender que el servicio que le preste pase necesariamente por darle la razón. Espera resignadamente que tramite el procedimiento y lo resuelva con arreglo a la ley y la justicia. Por supuesto, el demandado comparece muy a su pesar y forzado por las obligaciones procesales que le marca la ley y, si no lo hace, se expone a consecuencias perjudiciales para sus intereses, como la pérdida del pleito con sanciones pecuniarias añadidas. En otras materias, como las relativas al Derecho de familia, las tensiones personales dificultan la tarea del juez, que debe buscar un equilibrio entre todos los intereses en conflicto.  


			Dar la razón a alguna de las partes no supone prestarles ningún servicio público, sino ejercitar la función o potestad jurisdiccional de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. La diferencia entre la tarea de un juez y la de un funcionario se ve más clara si analizamos el contenido del artículo 106.2º de la Constitución. En él se regula la responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas, consagrando el derecho de los particulares a ser indemnizados por las lesiones que sufran a consecuencia del funcionamiento anormal e incluso normal de los servicios públicos. Mientras que la responsabilidad del Poder Judicial se determina en el artículo 121 de la Constitución, en el que se establece una indemnización a cargo del Estado por los daños causados por error judicial o a consecuencia del funcionamiento anormal de la Administración de Justicia4. Estas últimas reclamaciones se tramitan por los cauces de un llamado recurso de revisión muy complicado y de largo recorrido y, en ningún caso, habrá lugar a la indemnización cuando concurre dolo o culpa del reclamante. Por el contrario, cuando se reclama la responsabilidad de las Administraciones públicas que configuran el Poder Ejecutivo es posible la compensación de la culpa del ciudadano con la que ha podido concurrir en el órgano administrativo. En consecuencia, estimo que no se puede decir que los jueces y tribunales seamos un servicio público semejante al que desempeña la Administración del Estado en todos sus estamentos.


			No obstante, algunos no dudan en sostener que la justicia es un servicio público5. Al mismo tiempo, reconocen que los jueces y tribunales ejercen un poder del Estado. Otros autores hacen juegos malabares con las palabras y definen la justicia como un poder al servicio de los ciudadanos6.


			La mala calidad de una sentencia no da lugar, sin más, a una indemnización; e incluso puede ser que su deficiente construcción no impida que finalmente se dé la razón al que la tenía. Esto no sucede en los servicios públicos, en los que la deficiente prestación puede dar lugar a indemnización. 


			En realidad, diferencias aparte, lo que necesita el funcionamiento de la justicia es una mayor dosis de democratización y una organización más eficiente. La Carta de Dere­­chos de los Ciudadanos ante la Justicia7 es la prueba más palmaria de la especificidad de la organización de los órganos de la Administración de Justicia que ejercen el Poder Judicial. Surge en el seno del Pacto de Estado para la Reforma de la Justicia, firmado el 28 de mayo de 2001.


			Sus líneas fundamentales pasan por recabar la necesidad de que la justicia sea transparente. Ahora bien, esta transparencia no es ilimitada, ya que el derecho a conocer detalles confidenciales de un proceso necesita la previa acreditación de un interés legítimo, de acuerdo con lo dispuesto en las leyes procesales. No se puede acceder a los datos reservados. En todo caso, la denegación del acceso será siempre motivada. 


			La Carta de Derechos exige una justicia atenta con el ciudadano, el cual tiene derecho a ser tratado de forma respetuosa. Para evitar el tradicional ¡vuelva usted mañana! se recomienda concentrar en un solo día las distintas actuaciones que exijan su comparecencia. Tiene derecho a ser atendido por el juez o el secretario, incluso en horario de mañana y tarde. Para no incidir exclusivamente en las normas de comportamiento de los jueces, también recuerda a los abogados y procuradores la necesidad de observar una conducta deontológicamente correcta y dar a conocer anticipadamente el costo aproximado de la intervención del profesional elegido y la forma de pago. Por supuesto, el profesional de la abogacía o procuraduría debe rendir cuentas. Finalmente, en un pequeño apartado recuerda el derecho constitucional a la justicia gratuita8.


			Siempre que se abordan las cuestiones relacionadas con el funcionamiento del Poder Judicial, se observa un enfoque centrado en los mecanismos de funcionamiento de las estructuras judiciales sin tener en cuenta que, en un sistema jurídico como el nuestro, es relevante el papel de los abogados que tienen en sus manos el conflicto en vivo antes de entrar en las sedes judiciales. Muchas veces, la actuación de los letrados evita una innecesaria confrontación judicial que difícilmente soluciona las pretensiones de la persona que acude a su despacho para recabar su consejo. En ese momento, es crucial el consejo y la solución que se ofrece al posible litigante. Este dilema ha estado presente desde los tiempos más remotos y ha sido plasmado en versos de gran plasticidad por los escritores clásicos de siglos pasados.


			La trascendencia del consejo del técnico en Derecho se escenifica de forma magistral en los versos de un escritor, de principios del siglo XVI, que algunos atribuyen a Francisco de Quevedo y Villegas, pero que en realidad pertenecen a Francisco López de Villalobos, nacido en Zamora, judío converso que llegó a ser médico de la Casa Ducal de Alba y del rey Fernando II de Aragón. Como persona del Renacimiento, su condición de médico no le impidió hacer incursiones en otras ramas del saber. Escribió una serie de reflexiones en verso sobre problemas naturales y morales que conviene recordar por su patente actualidad:


			¿Por qué razón un letrado
no da aviso al que pleitea
si es justo lo que desea
o si es falso o reprobado?
¿Por qué se quiere perder
a sabiendas por codicia
pues que roba en sostener
al que no tiene justicia?


			La Carta de Derechos resalta la necesidad de prestar una especial atención y cuidado en la relación de la Administración de Justicia con los ciudadanos que se encuentran más desprotegidos. En el grupo incluye a las víctimas, sobre todo en los supuestos de violencia doméstica o de género, los menores de edad, las personas con discapacidades físicas o psíquicas y los extranjeros inmigrantes. Han transcurrido muchos años desde su promulgación. Algunos pensamos que no ha pasado de ser un catálogo de buenas intenciones, como los pósteres que se colocan en dependencias abiertas al público, especialmente en los hospitales, advirtiendo de los compromisos de las instituciones. Creo que se llegó a su redacción como una concesión a los que ponen el énfasis en que la justicia es, ante todo, y sobre todo, un servicio público. Tesis que, como ya he expuesto, no comparto, si se considera como exclusiva9.








 


			Capítulo 2


			Una preocupación universal. 
La selección y formación de los jueces






			La selección y formación de los jueces exige algo más que el conocimiento literal de los textos legales o la memorización de los antecedentes jurisprudenciales que hoy figuran en cualquier base de datos jurídica.


			En el mundo anglosajón, no se entendería que una persona joven, después de haber terminado la licenciatura en Derecho, pudiera desempeñar la delicada tarea de juzgar sin más bagaje preparatorio que un ejercicio memorístico brutal y totalmente inútil, cuya preparación le exige tal dedicación de tiempo que difícilmente dispone de espacios para la convivencia, el conocimiento de la sociedad o las lecturas esenciales para forjar el pensamiento y el criterio de una persona. El juez no puede ser un autómata, sino una persona sensible, valerosa, culta, con experiencia vital y con gran sentido común.


			Una judicatura salida de los años de la dictadura franquista difícilmente podía tener acceso a los clásicos del pensamiento liberal, aborrecidos por el sistema político. Incluso, su lectura podía ser objeto de alguna advertencia o represalia profesional. Existen antecedentes documentados de un expediente disciplinario, con traslado incluido, al fiscal Claudio Movilla10.


			Les contaré un suceso que puede parecer anecdótico, pero que considero revelador. Como es sabido, el profesor Jiménez de Asúa, además de un insigne penalista, tuvo una activa participación en la vida política. Sufrió un atentado por parte de los falangistas y, posteriormente, tuvo que exiliarse en Buenos Aires. Autor de Tratado de Derecho Penal, publicado por la editorial argentina Losada y uno de los mejores libros de esta materia, pero que estaba sometido a una especie de permiso de importación Tenías que acudir a una librería autorizada donde anotaban tu nombre, dato que, como es lógico, pasaba a la policía y, si eras juez o fiscal, me imagino que a los Servicios de Inspección.


			Instaurada la democracia, las cosas no han cambiado al ritmo deseable. Existe un déficit de formación previa necesaria para abarcar, en su diversidad, la realidad plural de los conflictos que la vida ofrece a los juzgados y tribunales para que estos los encaucen y resuelvan.


			Las raíces filosóficas e ideológicas de las personas que asumen la labor de juzgar no son, afortunadamente, las mismas. Factores como la justificación del derecho a castigar, los elementos que desencadenan o explican las conductas criminales, la compleja personalidad del delincuente, las garantías esenciales del proceso, la pena y sus finalidades, o su proporcionalidad, no son cuestiones que se resuelvan siempre bajo los mismos criterios. Un jurista que tiene encomendada la delicada tarea de juzgar no puede desconocer el pensamiento filosófico y político que constituye la base de una sociedad democrática.


			La dictadura no toleraba otra interpretación de la ley que la que se derivaba de los valores del nacionalcatolicismo y toda la base política de corte fascista que constituían las llamadas Leyes Fundamentales del Reino. La justicia emanaba del jefe del Estado, Francisco Franco11, que también tenía la facultad de dictar leyes y de condenar o perdonar las penas ejerciendo, de forma desmesurada y sesgada, el derecho de gracia, otorgando el mayor número de indultos generales de la historia de España hasta tal punto que la Constitución de 1978 los prohibió12.


			Sistemas y propuestas en el Derecho comparado y en la ciencia jurídica


			Los organismos internacionales que se ocupan y preocupan de la defensa de los derechos y libertades de los ciudadanos dedican una especial atención a las cualidades y comportamientos que deben reunir los jueces.


			La Asociación Europea de Jueces y, concretamente, el Grupo de Trabajo de la Unión Internacional de Magistrados, ha formulado recientemente una declaración redactada por una ponencia sobre los principios básicos del Estatuto del Juez Europeo13. En ella se sienta la independencia de los jueces, en su condición de garantes de los derechos humanos y las libertades públicas, como una condición o principio básico de toda sociedad democrática y del Estado de Derecho. En consecuencia, las leyes penales deben proteger dicha independencia y castigar los atentados a la misma.


			Como es lógico, dedica un apartado al acceso a la función judicial propugnando que el reclutamiento de los jueces debe estar basado solamente sobre criterios objetivos que garanticen las capacidades profesionales, efectuado sin límite de tiempo y por un órgano independiente y representativo de los jueces.


			En el ámbito de las Naciones Unidas se han formulado numerosas declaraciones y se han redactado instrumentos que recogen los principios básicos relativos a la independencia de la judicatura14. El Congreso de Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente (Milán, del 26 de agosto al 6 de septiembre de 1985), en su preámbulo, destaca la importancia de examinar en primer lugar la función de los jueces en relación con el sistema de justicia y la importancia de su selección, capacitación y conducta. Se establece que todo método utilizado para la selección de personal judicial garantizará que este no sea nombrado por motivos indebidos. En la selección de los jueces no se hará discriminación alguna por motivo de raza, color, sexo, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o condición; el requisito de que los postulantes a cargos judiciales sean nacionales del país de que se trata no se considerará discriminatorio. Como puede observarse, se centra en los presupuestos de no discriminación de acceso, pero no establece las pautas que deben seguir los procedimientos de selección.


			Desde su creación, hace más de cinco décadas, la Comisión Internacional de Juristas ha trabajado activamente en la promoción de una Administración de Justicia justa y eficiente en todo el mundo como garantía esencial de los derechos humanos. Como red de juristas, la Comisión Internacional se ha preocupado del papel crucial que los sistemas de justicia cumplen en asegurar que las víctimas o potenciales víctimas de violaciones de derechos humanos sean protegidas y obtengan una reparación eficaz y de que los perpetradores de las violaciones a los derechos humanos sean llevados ante la justicia.


			Para conseguir estos fines, o los que son la tarea cotidiana de los tribunales de justicia en sus respectivos países, es necesario desarrollar mecanismos prácticos para promover y proteger la independencia judicial y jurídica. Para ello, contribuyó en su momento en la redacción de los Principios básicos de Naciones Unidas relativos a la independencia de la judicatura y la función de los abogados.


			Esta tarea se ha plasmado en numerosos instrumentos internacionales asumidos por los países miembros de las Naciones Unidas, entre ellos España. Citamos un párrafo de la Declaración de Viena y Programa de Acción, adoptada por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, celebrada en Viena el 25 de junio de 1993: “La administración de justicia, en particular los organismos encargados de hacer cumplir la ley y del enjuiciamiento así como un Poder Judicial y una abogacía independientes, en plena conformidad con los instrumentos internacionales de derechos humanos sin discriminación alguna y resultan indispensables en los procesos de democratización y desarrollo sostenible”15.


			“Determinar qué conocimientos, habilidades y competencias han de tener los jueces ha sido siempre una cuestión controvertida”. Así comienza Jorge F. Malen Seña sus reflexiones sobre los saberes del juez16. Aunque no lo formule de una manera expresa, su oposición al memorismo la encontramos en un párrafo en el que mantiene que el juez debe conocer los aspectos más básicos de la filosofía de la ciencia que le permitan formular juicios plausibles sobre los hechos que se discuten en la causa y sobre aquellos datos fácticos que servirán para la prueba. Al juez no se le han de exigir los mismos conocimientos que a un epistemólogo (persona que domina los métodos del conocimiento científico en general o de determinada ciencia), pero ha de conocer qué es una hipótesis y ha de saber cómo operan los métodos hipotético-deductivo e hipotético-inductivo, al menos en sus versiones más simples. Ha de tener ideas también acerca de qué es una teoría, cómo funciona o cuáles son sus límites. Además, debe saber que no existe un único concepto de la verdad. Ha de tener un acervo cultural y un conocimiento inquieto sobre la sociedad que le rodea, añado yo. Es importante la formación inicial, pero también lo es la formación continuada.


			El oficio de jurista, en su vertiente de juez, no es igual en todos los sistemas políticos ni en todas las estructuras sociales. La idiosincrasia del sistema español de selección de jueces en la actualidad choca frontalmente con la interrelación jurídica de los diversos sistemas e incluso con la inserción de un sistema jurídico en el seno de un órgano supranacional que imponga normas y soluciones uniformes. José Juan Toharia17 nos llama la atención sobre el nuevo escenario al que se enfrenta el juez, que denomina: integración, hibridación, globalización. Ello implica que la selección y la formación del jurista tienden a homogeneizarse, sin descartar peculiaridades que provendrán siempre de los sistemas de aprendizaje del Derecho en las Facultades de Ciencias Jurídicas. Caminamos hacia una unión jurídica, por lo que los que tienen la función de dar respuestas a los conflictos jurídicos deben ser cada vez más homologables entre sí. Pero al margen de la unión por integración voluntaria en sistemas económicos o políticos, tenemos, además, la vertiente irrenunciable de la jurisdicción universal, a pesar de las reticencias que origina en los gobiernos de los distintos países por los roces y conflictos diplomáticos que motiva la persecución de personalidades relevantes de la vida política a los que se imputa la comisión de crímenes rechazables por la comunidad internacional admitidos y tipificados en el Estatuto de la Corte Penal Internacional. El juez simplemente memorístico y mecanicista no está capacitado para enfrentarse, en los inicios de su andadura profesional, a conflictos de esta envergadura, para los que se necesita, no solo sólidos conocimientos jurídicos, sino también una gran dosis de valor, firmeza y serenidad para manejar las complejas redes que lanza. Al final, la respuesta es muy simple. Un Estado democrático no puede considerarse como tal si permite que un ciudadano, en cualquier país del mundo, vea violados sus derechos más elementales sin posibilidad de pedir y alcanzar justicia. Si el Estado, al que pertenece, reconoce y acepta la universalidad de los derechos humanos, pero no se los otorga, es obligado que encuentre refugio y acogida, por lo menos inicialmente, en otro tribunal de un país democrático. El juez universal, como garante de los derechos humanos elementales, es una nueva faceta de la actividad judicial que nació en el siglo pasado y ha permanecido estática durante demasiado tiempo.


			La justicia universal, nacida de los juicios de Núremberg, ha estado en hibernación hasta que el juez Baltasar Garzón la despertó de su letargo cuando puso en marcha la entrega de Pinochet a España para ser juzgado como autor de crímenes contra la humanidad. Judicialmente los tribunales ingleses le dieron la razón, pero en el sistema británico la última palabra la tiene el ministro del Interior, que la denegó alegando razones de salud. Al poner el pie en Chile, al parecer, resucitó. Las presiones de EE UU e Israel fundamentalmente han dejado casi sin contenido a este avance de la humanidad. 
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